
Constancia Secretarial: A despacho del señor Juez, informando que el término del traslado de la 
solicitud de desistimiento transcurrió los días 21, 24 y 25 de abril de 2017, sin que la parte demandada 
Municipio de Cartago, Valle del Cauca presentara pronunciamiento alguno.  
 
Sírvase proveer.   
 

Cartago – Valle del Cauca, septiembre veintiocho (28) de dos mil diecisiete  (2017).       

 
NATALIA GIRALDO MORA  

Secretaria  

 

 
JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO ORAL 

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE CARTAGO 
VALLE DEL CAUCA 

 

 

Cartago – Valle del Cauca, septiembre veintiocho (28) de dos mil diecisiete (2017). 

 
Auto Interlocutorio  No.975  

 
 
RADICADO No.    76-147-33-33-001-2015-00677-00 
DEMANDANTE   JUAN DAVID MESA ISSA 
DEMANDADO  MUNICIPIO DE CARTAGO, VALLE DEL CAUCA 
MEDIO DE CONTROL  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO                                  

– LABORAL -    
 
 

Vista la constancia secretarial que antecede, procede este despacho a resolver la solicitud 

de desistimiento del Medio de Control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho –

LABORAL- adelantada por el señor Juan David Mesa Issa; a través del cual pretendía la 

nulidad del oficio SAC 2014 E.E. 1006 de 14 de abril de 2014,  proferido por la Secretaria de 

Educación Municipal de Cartago, Valle del Cauca  así mismo solicito que se declare el 

reconocimiento y pago de la bonificación por servicios prestados. 

 

Que las etapas procesales en el proceso de la referencia se surtieron de la siguiente 

manera:  

 

- La demanda fue admitida mediante auto de sustanciación No. 1904 de 26 de agosto 

de 2015, (f. 57) 

- Allegados los gastos procesales, se procedió a la notificación personal de la demanda 

a la entidad demandada MUNICIPIO DE CARTAGO, VALLE DEL CAUCA, al agente 

del Ministerio Público delegado ante este despacho y a la Agencia Nacional de 

Defensa Jurídica del Estado. (F. 64)    

- Vencidos los términos se procede a correr traslado de las excepciones propuestas 

(F.101) 

- Que la apoderada de la parte demandante presenta oficio mediante el cual solicita el 

desistimiento de la demanda y la exoneración de la condena en costas. (F. 102-103)  

 

 



 

Este despacho, a través de auto de sustanciación No. 448 de 16 de abril de 2017, ordeno 

correr traslado a la parte demanda de la solicitud de desistimiento presentado, y que en el 

término otorgado para ello, termino en el que la entidad demandada, Municipio de Cartago, 

Valle del Cauca guardo silencio.  

 

Que este despacho en varios expedientes, accedió al desistimiento de la demanda y 

condeno en costas, dichas providencias fueron apeladas oportunamente por la parte 

demandante, surtiéndose el respectivo recurso de apelación ante el H. Tribunal 

Administrativo del Valle del Cauca, corporación que varios pronunciamiento revoco el 

numeral de condena en costas impuesta por este despacho a la parte demandante, veamos:   

 

“… Sea lo primero establecer que al interior de la Corporación no es pacifica la 

procedencia de la condena en costas en tratándose de autos bajo el entendido  

que el artículo 188 del CPACA como norma especial para la jurisdicción la señala  

en su tenor literal sólo respecto de la sentencia, lo que se considera no debe 

interpretarse de manera taxativa, menos aún prohibitiva en tratándose de 

providencias interlocutorias. 

 

Hecha la claridad tenemos en el caso concreto que, la parte actora desistió de las 

pretensiones de la demanda advirtiendo que ha sido sorprendida por un cambio 

jurisprudencia que opta por negar lo que ella procuraba  y en ese sentido solicita 

se dé traslado del desistimiento a la parte demandada y no sea condenada en 

costas (fls. 71-72). Actuación que el despacho instructor agotó (fl. 107 y vto.) 

… 

Como bien se anotó y pese a que en nuestra normatividad especial procesal, no 

hay una disposición expresa sobre la condena en costas en autos interlocutorios, 

esta Sala en el presente asunto propugna y entiende que la evolución del instituto 

de la condena en costas, tanto el sistema procesal general como en el especial 

contencioso nos ubica en actualmente en un criterio subjetivo; así, en el presente 

asunto le asiste razón al demandante cuando sostiene que presento demanda 

bajo la convicción de obtener resultas positivas a sus intereses, de acuerdo a la 

línea Jurisprudencial que se estilaba frente a la bonificación por servicios siendo 

sorprendida por un cambio Jurisprudencial que contrario a la opinión mayoritaria y 

de vieja data define la negativa de dicha reconocimiento, lo que para esta Sala 

creó en la parte actora una expectativa legitima de lograr el reconocimiento de su 

derecho lo que descarta una actuación de mala fe o temeridad que haga 

reprochable el haber accionado el aparto judicial y convocado a la parte 

demandada con el consecuente desgaste, al punto de ser sancionado por ello a 

través de la condena en costas.  

… 

En conclusión, habrá de revocarse parcialmente el auto interlocutorio No. 294 de 

27 de marzo de 2017 proferido por el Juzgado Primero Administrativo Oral de 

Cartago, para en su lugar abstenerse de la condenar en costas a la parte 

demandante en el presente asunto1…” (sic) 

 

Vista la posición del Honorable Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, y teniendo en 

cuenta que la parte demandada no se pronunció respecto de la condena en costas, este 

                                                           
1 Auto interlocutorio No. 376 de 03 de agosto de 2017 Tribunal Administrativo del Valle del Cauca M.P. Dra: 

Zoranny Castillo Otalora. Proceso 76-147-33-33-001-2015-00700-00.     



despacho procederá a cambiar su posición respecto de la condena en costas anteriormente 

mencionada  

 

Ahora el despacho, en relación con el desistimiento de las pretensiones, observa: 

 

“ARTÍCULO 3142. DESISTIMIENTO DE LAS PRETENSIONES. El demandante 

podrá desistir de las pretensiones mientras no se haya pronunciado sentencia 

que ponga fin al proceso... 

El desistimiento implica la renuncia de las pretensiones de la demanda en 

todos aquellos casos en que la firmeza de la sentencia absolutoria habría 

producido efectos de cosa juzgada. El auto que acepte el desistimiento 

producirá los mismos efectos de aquella sentencia. 

...” 

 

Así mismo el artículo 316 ibídem expresa: “…Art. 316. Desistimiento de cierto actos 

procesales… 4. Cuando el demandado no se oponga al desistimiento de las pretensiones 

que de forma condicionada presente el demandante respecto de no ser condenado en 

costas y perjuicios. De la solicitud del demandante se correrá traslado al demandado por tres 

(3) días y, en caso de oposición, el juez se abstendrá de aceptar el desistimiento así 

solicitado. Si no hay oposición, el juez decretará el desistimiento sin condena en costas 

y expensas.”  

 

Así las cosas, una vez acogida la posición del Superior, se procederá a aceptar el 

desistimiento de la demanda y se ordenara el archivo de las presentes diligencias.  

 

Por lo expuesto, se 

RESUELVE 

 

PRIMERO: Aceptar el desistimiento de demanda presentado por la apoderada de la parte 

demandante. Por lo tanto se declara terminado el presente proceso.   

 

SEGUNDO: Sin condena en costas por lo expuesto.     

 

TERCERO: Devuélvase sin necesidad de desglose los anexos de la demanda.  

 

CUARTO: Devuélvase a la parte demandante los remanente de los gastos procesales 

consignados por la parte accionante, si los hubiere. Por secretaria procédase de 

conformidad. 

 

QUINTO: Archívese el presente expediente, previa las anotaciones de rigor.  

                                                           
2 Código General del Proceso 



 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  

 

 

 

El Juez, 

 

ANDRÉS JOSÉ ARBOLEDA LÓPEZ 

 

 
JUZGADO 1 ADMINISTRATIVO ORAL  

Cartago – Valle del Cauca 

La suscrita Secretaria certifica que la anterior providencia 

se notifica a la(s) parte(s) por anotación en el Estado 

Electrónico No. 154 

Se envió mensaje de datos a quienes suministraron su 

dirección electrónica. 

Cartago-Valle del Cauca, 29/09/2017 

 

 

Natalia Giraldo Mora 
Secretaria 



Constancia Secretarial: A despacho del señor Juez, informando que el término del traslado de la 
solicitud de desistimiento transcurrió los días 21, 24 y 25 de abril de 2017, sin que la parte demandada 
Municipio de Cartago, Valle del Cauca presentara pronunciamiento alguno.  
 
Sírvase proveer.   
 

Cartago – Valle del Cauca, septiembre veintiocho (28) de dos mil diecisiete  (2017).       

 
NATALIA GIRALDO MORA  

Secretaria  

 

 
JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO ORAL 

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE CARTAGO 
VALLE DEL CAUCA 

 

 

Cartago – Valle del Cauca, septiembre veintiocho (28) de dos mil diecisiete (2017). 

 
Auto Interlocutorio  No.976  

 
 
RADICADO No.    76-147-33-33-001-2015-01044-00 
DEMANDANTE   JOSE BENEDICTO PULGARIN BEDOYA 
DEMANDADO  MUNICIPIO DE CARTAGO, VALLE DEL CAUCA 
MEDIO DE CONTROL  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO                                  

– LABORAL -    
 
 

Vista la constancia secretarial que antecede, procede este despacho a resolver la solicitud 

de desistimiento del Medio de Control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho –

LABORAL- adelantada por el señor José Benedicto Pulgarin Bedoya; a través del cual 

pretendía la nulidad del oficio SAC 2013 E.E. 1006 de 14 de abril de 1026,  proferido por la 

Secretaria de Educación Municipal de Cartago, Valle del Cuaca  así mismo solicito que se 

declare el reconocimiento y pago de la prima de servicios 

 

Que las etapas procesales en el proceso de la referencia se surtieron de la siguiente 

manera:  

 

- La demanda fue admitida mediante auto interlocutorio No. 116 de 16 de febrero de 

2016, (F. 30) 

- Allegados los gastos procesales, se procedió a la notificación personal de la demanda 

a la entidad demandada MUNICIPIO DE CARTAGO, VALLE DEL CAUCA, al agente 

del Ministerio Público delegado ante este despacho y a la Agencia Nacional de 

Defensa Jurídica del Estado. (F. 38)    

- Vencidos los términos se procede a correr traslado de las excepciones propuestas 

(F.91)  

- Que la apoderada de la parte demandante presenta oficio mediante el cual solicita el 

desistimiento de la demanda y la exoneración de la condena en costas. (F. 92-93)  

 

 



 

Este despacho, a través de auto de sustanciación No. 454 de 19 de abril de 2017, ordeno 

correr traslado a la parte demanda de la solicitud de desistimiento presentado, y que en el 

término otorgado para ello, termino en el que la entidad demandada, Municipio de Cartago, 

Valle del Cauca guardo silencio.  

 

Que este despacho en varios expedientes, accedió al desistimiento de la demanda y 

condeno en costas, dichas providencias fueron apeladas oportunamente por la parte 

demandante, surtiéndose el respectivo recurso de apelación ante el H. Tribunal 

Administrativo del Valle del Cauca, corporación que varios pronunciamiento revoco el 

numeral de condena en costas impuesta por este despacho a la parte demandante, veamos:   

 

“… Sea lo primero establecer que al interior de la Corporación no es pacifica la 

procedencia de la condena en costas en tratándose de autos bajo el entendido  

que el artículo 188 del CPACA como norma especial para la jurisdicción la señala  

en su tenor literal sólo respecto de la sentencia, lo que se considera no debe 

interpretarse de manera taxativa, menos aún prohibitiva en tratándose de 

providencias interlocutorias. 

 

Hecha la claridad tenemos en el caso concreto que, la parte actora desistió de las 

pretensiones de la demanda advirtiendo que ha sido sorprendida por un cambio 

jurisprudencia que opta por negar lo que ella procuraba  y en ese sentido solicita 

se dé traslado del desistimiento a la parte demandada y no sea condenada en 

costas (fls. 71-72). Actuación que el despacho instructor agotó (fl. 107 y vto.) 

… 

Como bien se anotó y pese a que en nuestra normatividad especial procesal, no 

hay una disposición expresa sobre la condena en costas en autos interlocutorios, 

esta Sala en el presente asunto propugna y entiende que la evolución del instituto 

de la condena en costas, tanto el sistema procesal general como en el especial 

contencioso nos ubica en actualmente en un criterio subjetivo; así, en el presente 

asunto le asiste razón al demandante cuando sostiene que presento demanda 

bajo la convicción de obtener resultas positivas a sus intereses, de acuerdo a la 

línea Jurisprudencial que se estilaba frente a la bonificación por servicios siendo 

sorprendida por un cambio Jurisprudencial que contrario a la opinión mayoritaria y 

de vieja data define la negativa de dicha reconocimiento, lo que para esta Sala 

creó en la parte actora una expectativa legitima de lograr el reconocimiento de su 

derecho lo que descarta una actuación de mala fe o temeridad que haga 

reprochable el haber accionado el aparto judicial y convocado a la parte 

demandada con el consecuente desgaste, al punto de ser sancionado por ello a 

través de la condena en costas.  

… 

En conclusión, habrá de revocarse parcialmente el auto interlocutorio No. 294 de 

27 de marzo de 2017 proferido por el Juzgado Primero Administrativo Oral de 

Cartago, para en su lugar abstenerse de la condenar en costas a la parte 

demandante en el presente asunto3…” (sic) 

 

Vista la posición del Honorable Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, y teniendo en 

cuenta que la parte demandada no se pronunció respecto de la condena en costas, este 

                                                           
3 Auto interlocutorio No. 376 de 03 de agosto de 2017 Tribunal Administrativo del Valle del Cauca M.P. Dra: 

Zoranny Castillo Otalora. Proceso 76-147-33-33-001-2015-00700-00.     



despacho procederá a cambiar su posición respecto de la condena en costas anteriormente 

mencionada  

 

Ahora el despacho, en relación con el desistimiento de las pretensiones, observa: 

 

“ARTÍCULO 3144. DESISTIMIENTO DE LAS PRETENSIONES. El demandante 

podrá desistir de las pretensiones mientras no se haya pronunciado sentencia 

que ponga fin al proceso... 

El desistimiento implica la renuncia de las pretensiones de la demanda en 

todos aquellos casos en que la firmeza de la sentencia absolutoria habría 

producido efectos de cosa juzgada. El auto que acepte el desistimiento 

producirá los mismos efectos de aquella sentencia. 

...” 

 

Así mismo el artículo 316 ibídem expresa: “…Art. 316. Desistimiento de cierto actos 

procesales… 4. Cuando el demandado no se oponga al desistimiento de las pretensiones 

que de forma condicionada presente el demandante respecto de no ser condenado en 

costas y perjuicios. De la solicitud del demandante se correrá traslado al demandado por tres 

(3) días y, en caso de oposición, el juez se abstendrá de aceptar el desistimiento así 

solicitado. Si no hay oposición, el juez decretará el desistimiento sin condena en costas 

y expensas.”  

 

Así las cosas, una vez acogida la posición del Superior, se procederá a aceptar el 

desistimiento de la demanda y se ordenara el archivo de las presentes diligencias.  

 

Por lo expuesto, se 

RESUELVE 

 

PRIMERO: Aceptar el desistimiento de demanda presentado por la apoderada de la parte 

demandante. Por lo tanto se declara terminado el presente proceso.   

 

SEGUNDO: Sin condena en costas por lo expuesto.     

 

TERCERO: Devuélvase sin necesidad de desglose los anexos de la demanda.  

 

CUARTO: Devuélvase a la parte demandante los remanente de los gastos procesales 

consignados por la parte accionante, si los hubiere. Por secretaria procédase de 

conformidad. 

 

QUINTO: Archívese el presente expediente, previa las anotaciones de rigor.  

                                                           
4 Código General del Proceso 



 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  

 

 

 

El Juez, 

 

ANDRÉS JOSÉ ARBOLEDA LÓPEZ 

 

 
JUZGADO 1 ADMINISTRATIVO ORAL  

Cartago – Valle del Cauca 

La suscrita Secretaria certifica que la anterior providencia 

se notifica a la(s) parte(s) por anotación en el Estado 

Electrónico No. 154 

Se envió mensaje de datos a quienes suministraron su 

dirección electrónica. 

Cartago-Valle del Cauca, 29/09/2017 

 

 

Natalia Giraldo Mora 
Secretaria 



Constancia Secretarial: A despacho del señor Juez, informando que el término del traslado de la 
solicitud de desistimiento transcurrió los días 21, 24 y 25 de abril de 2017, sin que la parte demandada 
Municipio de Cartago, Valle del Cauca presentara pronunciamiento alguno.  
 
Sírvase proveer.   
 

Cartago – Valle del Cauca, septiembre veintiocho (28) de dos mil diecisiete  (2017).       

 
NATALIA GIRALDO MORA  

Secretaria  

 

 
JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO ORAL 

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE CARTAGO 
VALLE DEL CAUCA 

 

 

Cartago – Valle del Cauca, septiembre veintiocho (28) de dos mil diecisiete (2017). 

 
Auto Interlocutorio  No.974  

 
 
RADICADO No.    76-147-33-33-001-2015-01045-00 
DEMANDANTE   DORA HELENA RIOS DIEZ 
DEMANDADO  MUNICIPIO DE CARTAGO, VALLE DEL CAUCA 
MEDIO DE CONTROL  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO                                  

– LABORAL -    
 
 

Vista la constancia secretarial que antecede, procede este despacho a resolver la solicitud 

de desistimiento del Medio de Control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho –

LABORAL- adelantada por la señora Dora Elena Ríos Diez; a través del cual pretendía la 

nulidad del oficio SAC 2014 E.E. 1120 de 29 de abril de 2014,  proferido por la Secretaria de 

Educación Municipal de Cartago, Valle del Cauca  así mismo solicito que se declare el 

reconocimiento y pago de la prima de servicios. 

 

Que las etapas procesales en el proceso de la referencia se surtieron de la siguiente 

manera:  

 

- La demanda fue admitida mediante auto interlocutorio No. 117 de 16 de febrero de 

2016, (F. 34) 

- Allegados los gastos procesales, se procedió a la notificación personal de la demanda 

a la entidad demandada MUNICIPIO DE CARTAGO, VALLE DEL CAUCA, al agente 

del Ministerio Público delegado ante este despacho y a la Agencia Nacional de 

Defensa Jurídica del Estado. (F. 42)    

- Vencidos los términos se procede a correr traslado de las excepciones propuestas 

(F.89) 

- Que la apoderada de la parte demandante presenta oficio mediante el cual solicita el 

desistimiento de la demanda y la exoneración de la condena en costas. (F. 90-91)  

 

 



 

Este despacho, a través de auto de sustanciación No. 455 de abril 19 de 2017, ordeno correr 

traslado a la parte demanda de la solicitud de desistimiento presentado, y que en el término 

otorgado para ello, termino en el que la entidad demandada, Municipio de Cartago, Valle del 

Cauca guardo silencio.  

 

Que este despacho en varios expedientes, accedió al desistimiento de la demanda y 

condeno en costas, dichas providencias fueron apeladas oportunamente por la parte 

demandante, surtiéndose el respectivo recurso de apelación ante el H. Tribunal 

Administrativo del Valle del Cauca, corporación que varios pronunciamiento revoco el 

numeral de condena en costas impuesta por este despacho a la parte demandante, veamos:   

 

“… Sea lo primero establecer que al interior de la Corporación no es pacifica la 

procedencia de la condena en costas en tratándose de autos bajo el entendido  

que el artículo 188 del CPACA como norma especial para la jurisdicción la señala  

en su tenor literal sólo respecto de la sentencia, lo que se considera no debe 

interpretarse de manera taxativa, menos aún prohibitiva en tratándose de 

providencias interlocutorias. 

 

Hecha la claridad tenemos en el caso concreto que, la parte actora desistió de las 

pretensiones de la demanda advirtiendo que ha sido sorprendida por un cambio 

jurisprudencia que opta por negar lo que ella procuraba  y en ese sentido solicita 

se dé traslado del desistimiento a la parte demandada y no sea condenada en 

costas (fls. 71-72). Actuación que el despacho instructor agotó (fl. 107 y vto.) 

… 

Como bien se anotó y pese a que en nuestra normatividad especial procesal, no 

hay una disposición expresa sobre la condena en costas en autos interlocutorios, 

esta Sala en el presente asunto propugna y entiende que la evolución del instituto 

de la condena en costas, tanto el sistema procesal general como en el especial 

contencioso nos ubica en actualmente en un criterio subjetivo; así, en el presente 

asunto le asiste razón al demandante cuando sostiene que presento demanda 

bajo la convicción de obtener resultas positivas a sus intereses, de acuerdo a la 

línea Jurisprudencial que se estilaba frente a la bonificación por servicios siendo 

sorprendida por un cambio Jurisprudencial que contrario a la opinión mayoritaria y 

de vieja data define la negativa de dicha reconocimiento, lo que para esta Sala 

creó en la parte actora una expectativa legitima de lograr el reconocimiento de su 

derecho lo que descarta una actuación de mala fe o temeridad que haga 

reprochable el haber accionado el aparto judicial y convocado a la parte 

demandada con el consecuente desgaste, al punto de ser sancionado por ello a 

través de la condena en costas.  

… 

En conclusión, habrá de revocarse parcialmente el auto interlocutorio No. 294 de 

27 de marzo de 2017 proferido por el Juzgado Primero Administrativo Oral de 

Cartago, para en su lugar abstenerse de la condenar en costas a la parte 

demandante en el presente asunto5…” (sic) 

 

Vista la posición del Honorable Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, y teniendo en 

cuenta que la parte demandada no se pronunció respecto de la condena en costas, este 

                                                           
5 Auto interlocutorio No. 376 de 03 de agosto de 2017 Tribunal Administrativo del Valle del Cauca M.P. Dra: 

Zoranny Castillo Otalora. Proceso 76-147-33-33-001-2015-00700-00.     



despacho procederá a cambiar su posición respecto de la condena en costas anteriormente 

mencionada  

 

Ahora el despacho, en relación con el desistimiento de las pretensiones, observa: 

 

“ARTÍCULO 3146. DESISTIMIENTO DE LAS PRETENSIONES. El demandante 

podrá desistir de las pretensiones mientras no se haya pronunciado sentencia 

que ponga fin al proceso... 

El desistimiento implica la renuncia de las pretensiones de la demanda en 

todos aquellos casos en que la firmeza de la sentencia absolutoria habría 

producido efectos de cosa juzgada. El auto que acepte el desistimiento 

producirá los mismos efectos de aquella sentencia. 

...” 

 

Así mismo el artículo 316 ibídem expresa: “…Art. 316. Desistimiento de cierto actos 

procesales… 4. Cuando el demandado no se oponga al desistimiento de las pretensiones 

que de forma condicionada presente el demandante respecto de no ser condenado en 

costas y perjuicios. De la solicitud del demandante se correrá traslado al demandado por tres 

(3) días y, en caso de oposición, el juez se abstendrá de aceptar el desistimiento así 

solicitado. Si no hay oposición, el juez decretará el desistimiento sin condena en costas 

y expensas.”  

 

Así las cosas, una vez acogida la posición del Superior, se procederá a aceptar el 

desistimiento de la demanda y se ordenara el archivo de las presentes diligencias.  

 

Por lo expuesto, se 

RESUELVE 

 

PRIMERO: Aceptar el desistimiento de demanda presentado por la apoderada de la parte 

demandante. Por lo tanto se declara terminado el presente proceso.   

 

SEGUNDO: Sin condena en costas por lo expuesto.     

 

TERCERO: Devuélvase sin necesidad de desglose los anexos de la demanda.  

 

CUARTO: Devuélvase a la parte demandante los remanente de los gastos procesales 

consignados por la parte accionante, si los hubiere. Por secretaria procédase de 

conformidad. 

 

QUINTO: Archívese el presente expediente, previa las anotaciones de rigor.  

                                                           
6 Código General del Proceso 



 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  

 

 

 

El Juez, 

 

ANDRÉS JOSÉ ARBOLEDA LÓPEZ 

 

 
JUZGADO 1 ADMINISTRATIVO ORAL  

Cartago – Valle del Cauca 

La suscrita Secretaria certifica que la anterior providencia 

se notifica a la(s) parte(s) por anotación en el Estado 

Electrónico No. 154 

Se envió mensaje de datos a quienes suministraron su 

dirección electrónica. 

Cartago-Valle del Cauca, 29/09/2017 

 

 

Natalia Giraldo Mora 
Secretaria 



CONSTANCIA SECRETARIAL: A despacho del señor Juez la presente Conciliación Extrajudicial realizada por la 

Procuraduría 211 Judicial I para Asuntos Administrativos, pendiente de revisión para aprobación o improbación. 
Consta de 1 cuaderno  con 168  folios y ocho cuadernos de anexos. Sírvase Proveer.   
 
Cartago, Valle del Cauca, 28 de septiembre de 2017.  

 

Natalia Giraldo Mora  
Secretaria 

 
 

 
 

JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO ORAL 
DEL CIRCUITO JUDICIAL DE CARTAGO 

VALLE DEL CAUCA 

  
Auto interlocutorio No. 972 

 
   
RADICADO:    76-147-33-33-001-2017-00318-00 
MEDIO DE CONTROL: CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL  
CONVOCANTE:   LABORATORIO CLÍNICO DOCTOR CARLOS JULIO 

PANDALES representado legalmente por la señora Paola 
Andrea Rendón 

CONVOCADO:  HOSPITAL DEPARTAMENTAL SAN ANTONIO E.S.E. DE 
ROLDANILLO -VALLE DEL CAUCA-   

 

 

Cartago, Valle del Cauca, veintiocho (28) de septiembre de dos mil diecisiete  (2017).  
 

 

El señor Procurador 211 Judicial I para Asuntos Administrativos, remitió a este despacho 

para su revisión el acta con Radicación No. 2017-332 de mayo 31 del 2017 correspondiente 

a la Conciliación Extrajudicial realizada el día 24 de agosto de 20177, con la correspondiente 

documentación anexa, en la cual consta el acuerdo al que llegó el LABORATORIO CLINICO 

DOCTOR CARLOS JULIO PANDALES representado legalmente por la señora Paola Andrea 

Rendón con el HOSPITAL DEPARTAMENTAL SAN ANTONIO E.S.E. DE ROLDANILLO -

VALLE DEL CAUCA, actuando ambas partes por intermedio de apoderado legalmente 

constituido, con el fin que se le imparta aprobación o improbación judicial conforme a lo 

establecido en el artículo 24 de la Ley 640 de 2001. 

 

El convocante, a través de apoderado judicial, presentó solicitud de conciliación prejudicial, 

la cual antes de celebrarse la audiencia respectiva se modificó  en lo referente al convocante 

y al posible medio de control, la cual se fundamenta en los siguientes:  

 

HECHOS 

 

PRIMERO: Entre el Hospital Departamental San Antonio E.S.E. de Roldanillo Valle del 

Cauca y Laboratorio Clínico Doctor Carlos Julio Pandales, se prestaron servicios de 

laboratorio clínico especializado, tal como consta en la factura No.0440  que se anexa. 

  

SEGUNDO: Dentro de la prestación de servicios sostenida entre las partes, no fue cancelado 

al convocante la suma de veintiséis millones ochocientos veintinueve mil quinientos 

cincuenta pesos ($26.829.550,oo); y al liquidar lo intereses moratorios, esta asciende a la 

suma de treinta y dos millones ochocientos sesenta y seis mil ciento noventa y nueve pesos 

($32.866.199,oo) 
                                                           
7 Fls. 165-166 



 

TERCERO: Existen órdenes de servicios de la laboratorio firmadas por personal del hospital, 

documentos que establecen inicialmente la procedencia de la prestación del mencionado 

servicio. 

 

CUARTO: Dentro de la prestación de servicios el convocante allegó facturas por los servicios 

prestados a la entidad. 

 

QUINTO: A la fecha de la presentación de esta solicitud de conciliación prejudicial (sic) no se 

ha realizado el pago de la suma de dinero adeudada.8 

 

Por lo anterior se formulan las siguientes:   

 

PRETENSIONES 

 

PRIMERO: Que se declare la existencia de prestación de servicios entre el Hospital 

Departamental San Antonio E.S.E. de Roldanillo Valle del Cauca y Laboratorio Clínico Doctor 

Carlos Julio Pandales, 

 

SEGUNDO: Que se ordene al Hospital Departamental San Antonio E.S.E. de Roldanillo Valle 

del Cauca a pagar la suma adeudada producto de la prestación de servicios existente con 

Laboratorio Clínico Doctor Carlos Julio Pandales, por valor de de treinta y dos millones 

ochocientos sesenta y seis mil ciento noventa y nueve pesos Mcte.  

 

AUDIENCIA DE CONCILIACION 

 

A la audiencia de conciliación celebrada el 24 de agosto de 20179, comparecieron los 

apoderados de las partes, quienes llegaron al siguiente acuerdo: 

 
“… En este estado de la diligencia se concede el uso de la palabra a las partes para que 
expongan sucintamente sus posiciones, en virtud de lo cual la parte convocante manifiesta: me 
ratifico en los hechos y pretensiones de la solicitud, aclarando que en consideración a la 
manifestación de un posible animo conciliatorio y consecuente con ello, a dar traslado de la 
referida adecuación en aras de aclarar los hechos y pretensiones de la misma. Por ello allegué 
al despacho 76 folios que dan cuenta de la aclaración de la solicitud además allegó dos (2) 
paquetes (con cuatro carpetas cada uno), que contienen las ordenes de servicio, relacionadas 
mes a mes, factura y valor. Aclarando que el medio de control es reparación directa, toda vez 
que le (sic) servicio se continuó prestando sin la existencia de un contrato, atendiendo la 
necesidad, complejidad, importancia y relevancia de las implicaciones que generaría para la 
comunidad la no prestación del mismo. Seguidamente,  se le concede el uso de la palabra  al 
apoderado de la parte convocada, con el fin de que se sirva indicar la decisión tomada por el 
comité de conciliación (o por el representante legal) de la entidad en relación con la solicitud 
incoada: en este estado de la diligencia me permito presentar certificación emitida por la 
secretaria técnica del hospital, sesión celebrada el 26 de julio de 2017, estudió y analizó la 
posibilidad de conciliación dentro del presente asunto. Al respecto los miembros del comité 
determinaron por unanimidad conciliar el presente asunto, bajo los siguientes parámetros: que 
una vez revisada la solicitud de conciliación presentada por el convocante, y a pesar de no 
existir vínculo contractual entre el profesional de la salud y el hospital departamental de 
Roldanillo, la prestación del servicio, se encuentra debidamente acreditada con las facturas y 
el recibo de dicho servicio, por parte del hospital. Motivo de lo anterior se autoriza a conciliar el 
valor neto, sin intereses mor otario (sic), indexaciones o costas judiciales, mediante acuerdo de 
pago, por valor mensual de $5.365.910, durante cinco meses, hasta cubrir el valor de 
$26.829.550.oo, valor que será depositado el 15 de cada mes, una vez quede en firme el auto 
que apruebe la presente conciliación, previa cuenta de cobro, en la cuenta que establezca el 
convocante, mediante certificación bancaria original, a fin de realizar la transferencia 
electrónica. Certificación de la cual aporto en original (un folio). Seguidamente se le concede el 

                                                           
8 Fls. 88. 
9 Fls. 165-166. 



uso de la palabra al apoderado convocante, para que se pronuncie frente a la respuesta. Para 
lo cual indicó: acepto la propuesta de manera integral, en los términos indicados por la parte 
convocante (sic). Y aclaro desde ya, que aporte a la solicitud la certificación bancaria de 
Bancolombia (cuenta de ahorros No.73219055355) a nombre de PAULA ANDREA RENDON, 
representante legal de la parte convocante.”   
 
Finalmente el representante del Ministerio Público, dejó plasmado en el acta: 

“El procurador judicial  considera que el anterior acuerdo contiene obligaciones claras, 
expresas y exigibles, en cuanto al tiempo, modo y lugar de su cumplimiento (siendo claro en 
relación con el concepto conciliado, cuantía y fecha para el pago) y reúne los siguientes 
requisitos: (i) el eventual medio de control que se ha podido llegar a presentar no ha 
caducado (art. 61, Ley 23 de 1991, modificado por el art. 81, Ley 446 de 1998); (ii) el acuerdo 
conciliatorio versa sobre conflictos de carácter particular y contenido patrimonial disponibles 
por las partes (art. 59 Ley 23 de 1991, y 70, Ley 446 de 1998); (iii) las partes se encuentran 
debidamente representadas y sus representantes tienen capacidad para conciliar; (iv) obran 
en el expediente las pruebas necesarias que justifican el acuerdo; y (v) en criterio de esta 
agencia del Ministerio Público, el acuerdo contenido en el acta no es violatorio de la Ley y no 
resulta lesivo para el patrimonio público.…”  
 

COMPETENCIA DEL JUZGADO 

 

El artículo 24 de la Ley 640 de 2001 establece que las actas que contienen conciliaciones 

extrajudiciales en materia de lo contencioso administrativo deben ser remitidas al juez o 

corporación que fuere competente para conocer de la acción judicial respectiva, para que 

apruebe o impruebe el acuerdo conciliatorio.  

 

Para el caso concreto este Juzgado es el competente para impartir la aprobación del 

presente acuerdo en primera instancia, en consideración a que este despacho sería el 

competente para conocer del posible medio de control. 

 

De otro lado, al tenor de lo dispuesto en el artículo 73 de la Ley 446 de 1998  (que adicionó 

el artículo 65A a la Ley 23 de 1991), y a los reiterados pronunciamientos del Consejo de 

Estado10 el acuerdo conciliatorio prejudicial se somete a los siguientes supuestos de 

aprobación: 

 

a.- La debida representación de las personas que concilian. 

b.- La capacidad o facultad que tengan los representantes o conciliadores para conciliar. 

c.- La disponibilidad de los derechos económicos enunciados por las partes. 

d.- Que no haya operado la caducidad de la acción. 

e.- Que lo reconocido patrimonialmente esté debidamente respaldado en la actuación. 

f.- Que el acuerdo no resulte violatorio de la ley.  

g.- Que el acuerdo no resulte abiertamente lesivo para el patrimonio público (artículos 73 y 

81 de la Ley 446 de 1998).  

 

Con base en la normativa referida, procede el despacho a verificar la existencia de todos los 

presupuestos legales necesarios para aprobar el presente acuerdo conciliatorio, aspectos 

tales como comprobar que se hayan presentado las pruebas necesarias para proceder a la 

conciliación, que el acuerdo no sea violatorio de la ley y que no resulte lesivo al patrimonio 

público. 

 

Dentro del trámite de la conciliación extrajudicial se destacan los siguientes documentos: 

                                                           
10 Entre otras las sentencias: 1) CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCION 
TERCERA, Consejero ponente: ALIER EDUARDO HERNANDEZ ENRIQUEZ, Bogotá D.C., veintinueve (29) de enero de dos 
mil cuatro (2004), Radicación número: 85001-23-31-000-2003-0091-01(25347), Actor: INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES, 
Demandado: E.S.E. HOSPITAL DE YOPAL. 2) CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, 
SECCION TERCERA, Consejera ponente: RUTH STELLA CORREA PALACIO, Bogotá, D.C., primero (1) de octubre de dos mil 
ocho (2008), Radicación número: 25000-23-26-000-1997-04620-01(16849), Actor: MANUEL ANTONIO REYES, Demandado: 
FONDO DE VIGILANCIA Y SEGURIDAD DE SANTA FE DE BOGOTA. 



 

 Poder otorgado inicialmente por Carlos Julio Pandales Cardona al abogado Edilson 

Perdomo Morales para que lo representa en el trámite de conciliación prejudicial.11 

 Solicitud de conciliación extrajudicial presentada por el apoderado judicial12 

 Radicación de Factura No. 0440 ante Gerente Hospital San Antonio13 

 Relación exámenes realizados14  

 Auto No.338 del 12 de junio de 2017, proferido por el Procurador 211 Judicial I  para 

Asuntos Administrativos de Pereira -Risaralda, por medio del cual se concede al 

convocante para que corrija la solicitud15. 

 Auto No.367 de junio 22 de 2017, proferido por el Procurador 211 Judicial I  para Asuntos 

Administrativos de Pereira -Risaralda, por medio del cual se admite la solicitud de 

conciliación extrajudicial16. 

 Poder otorgado por el gerente de la entidad convocada al apoderado que los representó en 

el trámite conciliatorio17 . 

 Solicitud de conciliación extrajudicial en la que se reforma el nombre del convocante y el 

posible medio de control18 y anexos19. 

 Certificación expedida por la Secretaria Técnica Comité de Defensa Judicial y conciliación 

de la entidad convocada20 

 Acta de audiencia de conciliación extrajudicial radicado No. 2017-232 de mayo 31 del 

2017, de la Procuraduría 211 Judicial I para Asuntos Administrativos, en la cual el 

convocante y el convocado el día 24 de agosto de 2017 llegaron a un acuerdo 

conciliatorio21. 

 

 

Antes de entrar a determinar si la conciliación reúne los requisitos establecidos en la ley, para el 

despacho es necesario destacar que en cuanto al tema objeto de controversia tratándose de la 

reclamación del pago de una prestación de servicios que fue ejecutada por el laboratorio clínico 

convocante a favor de una entidad estatal que las recibió a pesar de que carecían de soporte 

contractual, encuentra el juzgado que dicha situación estaría enmarcada dentro de la teoría del 

enriquecimiento sin justa causa, en el entendido que lo que se presentó fue un hecho cumplido, 

constituido por la prestación del servicio -realización de exámenes de laboratorio clínico 

especializado- que no estaban incluidos en un contrato, y que por lo tanto carecían de soporte 

legal y presupuestal que los amparara.  Al respecto la jurisprudencia del Consejo de Estado ha 

expresado: 

 

“Al respecto, resulta necesario advertir que la Sección Tercera del Consejo de Estado profirió 

una sentencia de unificación jurisprudencial sobre la figura del enriquecimiento sin justa 

causa22 , en la cual precisó que, “(…) por regla general, el enriquecimiento sin causa, y en 

consecuencia la actio de in rem verso, que en nuestro derecho es un principio general, tal 

como lo dedujo la Corte Suprema de Justicia6 a partir del artículo 8º de la ley 153 de 1887, y 

ahora consagrado de manera expresa en el artículo 8317 del Código de Comercio, no 

pueden ser invocados para reclamar el pago de obras, entrega de bienes o servicios 

ejecutados sin la previa celebración de un contrato estatal que los justifique por la elemental 

pero suficiente razón consistente en que la actio de in rem verso requiere para su 

procedencia, entre otros requisitos, que con ella no se pretenda desconocer o contrariar una 

                                                           
11 Fl. 1-2. 
12 Fls. 3-8. 
13 Fls. 11-15 
14 Fls. 16-68 
15 Fls. 69-70 
16 Fls. 74-75 
17 Fls. 79-83. 
18 Fls. 87-92  
19 Fls. 93 a 163 
20 Fl. 164. 
21 Fls. 165-168. 
22 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sala Plena de la Sección Tercera, sentencia del 19 de noviembre 
de 2012, expediente 24897, C.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa. 



norma imperativa o cogente”, aclarando que si bien la buena fe ha sido aducida en pasadas 

ocasiones para apoyar las reclamaciones de los particulares que han ejecutado esta clase 

de prestación extracontractual a favor de la administración, en materia de contratación 

estatal, la que se debe observar es una buena fe objetiva y no subjetiva, siendo esta última 

“(…) un estado de convencimiento o creencia de estar actuando conforme a derecho, que es 

propia de las situaciones posesorias, y que resulta impropia en materia de las distintas fases 

negociales pues en estas lo relevante no es la creencia o el convencimiento del sujeto sino 

su efectivo y real comportamiento ajustado al ordenamiento y a los postulados de la lealtad y 

la corrección, en lo que se conoce como buena fe objetiva”. Explicó este acierto, en los 

siguientes términos: 

 

la Sala no descartó por completo la posibilidad de que existan casos en los cuales resulte 

procedente la aplicación de la teoría del enriquecimiento sin justa causa, aunque su 

aplicación resulta restrictiva y limitada a casos excepcionales: 

… 

 

12.2. Con otras palabras, la Sala admite hipótesis en las que resultaría procedente la actio 

de in rem verso sin que medie contrato alguno pero, se insiste, estas posibilidades son de 

carácter excepcional y por consiguiente de interpretación y aplicación restrictiva, y de 

ninguna manera con la pretensión de encuadrar dentro de estos casos excepcionales, o al 

amparo de ellos, eventos que necesariamente quedan comprendidos dentro de la regla 

general que antes se mencionó. 

Esos casos en donde, de manera excepcional y por razones de interés público o general, 

resultaría procedente la actio de in rem verso a juicio de la Sala, serían entre otros los 

siguientes: 

 

a) Cuando se acredite de manera fehaciente y evidente en el proceso, que fue 

exclusivamente la entidad pública, sin participación y sin culpa del particular afectado, la que 

en virtud de su supremacía, de su autoridad o de su imperium constriñó o impuso al 

respectivo particular la ejecución de prestaciones o el suministro de bienes o servicios en su 

beneficio, por fuera del marco de un contrato estatal o con prescindencia del mismo. 

 

b) En los que es urgente y necesario adquirir bienes, solicitar servicios, suministros, ordenar 

obras con el fin de prestar un servicio para evitar una amenaza o una lesión inminente e 

irreversible al derecho a la salud, derecho este que es fundamental por conexidad con los 

derechos a la vida y a la integridad personal, urgencia y necesidad que deben aparecer de 

manera objetiva y manifiesta como consecuencia de la imposibilidad absoluta de planificar y 

adelantar un proceso de selección de contratistas, así como de la celebración de los 

correspondientes contratos, circunstancias que deben estar plenamente acreditadas en el 

proceso contencioso administrativo, sin que el juzgador pierda de vista el derrotero general 

que se ha señalado en el numeral 12.1 de la presente providencia, es decir, verificando en 

todo caso que la decisión de la administración frente a estas circunstancias haya sido 

realmente urgente, útil, necesaria y la más razonablemente ajustada a las circunstancias que 

la llevaron a tomar tal determinación. c) En los que debiéndose legalmente declarar una 

situación de urgencia manifiesta, la administración omite tal declaratoria y procede a solicitar 

la ejecución de obras, prestación de servicios y suministro de bienes, sin contrato escrito 

alguno, en los casos en que esta exigencia imperativa del legislador no esté excepcionada 

conforme a lo dispuesto en el artículo 41 inciso 4º de la Ley 80 de 1993.” 

 

En la misma providencia, la Sala estableció que la actio in rem verso constituye una 

pretensión restitutoria de un enriquecimiento sin causa que constituye un daño para el 

empobrecido, razón por la cual resulta equitativo que, aunque no exista causa al amparo de 

la cual pueda exigirse la restitución, esta se conceda en aplicación de la regla que prohíbe 

enriquecerse a expensas de otro. En consecuencia, dicha pretensión puede ser elevada a 



través de la acción de reparación directa, puesto que esta acción está prevista precisamente 

para poder demandar directamente la reparación del daño cuando provenga, entre otros 

eventos, de un hecho de la administración, aunque teniendo en cuenta que, como es de la 

esencia de esta pretensión edificada sobre un enriquecimiento incausado que la restitución 

sólo va hasta el monto del enriquecimiento, es esto lo que en ese caso puede pedir y nada 

más. 

 

Sobre la aplicación del enriquecimiento sin causa, en acciones en que se pretendían 

derechos derivados de prestaciones de servicios sin contrato, el Tribunal Administrativo de 

Cundinamarca, citando al Consejo de Estado, precisó23: 

 

"( . .) .. en estos casos en los que el demandante solicita la declaratoria  de la existencia de 

un contrato, sin haberse suscrito entre las partes un documento contentivo del negocio 

jurídico, en aplicación de los principios generales del derecho: De prevalencia del derecho 

sustancial (consagrado en los artículos 228 de la Constitución Política y 4 del Código de 

Procedimiento Civil), y Del "Iuria Novit Curia" (que impone al Juez la necesidad de interpretar 

los hechos de la demanda para establecer el régimen legal de responsabilidad aplicable al 

caso), el Consejo de Estado ha considerado que fa acción contractual formulada debe 

considerarse como una acción de reparación directa por enriquecimiento sin causa, porque 

el procedimiento a seguir en ambos tipos de acciones es el mismo, el procedimiento 

ordinario, de suerte que no existe ninguna causal de nulidad, al interpretar la demanda 

contractual, dándole el alcance de una reparación directa. A este respecto, el H. Consejo de 

Estado (sentencia del 30 de noviembre de 2000 - C.P: Alier Hemández - Radicación No. 

11895- Actor Eulises Barón) ha sostenido: 

 

... Dado que, en algunos eventos -especialmente cuando el dar10 causado proviene de la 

prestación de un servicio o el suministro de unos bienes, entre otros casos, sin que exista un 

contrato perfeccionado y legalizado de conformidad con las normas legales vigentes - , 

puede solicitarse la declaración de existencia del respectivo negocio jurídico, en ejercicio de 

fa acción contractual, /la expresado la Sala, adicionalmente, que para efectos de establecer 

si procede dicha acción o la de reparación directa, debe establecerse si las partes, en la 

práctica, han recorrido o no la definición del tipo negocial, esto es. si la conducta realizada 

por ellas da lugar al surgimiento del contrato que aspiraron a celebrar. Si la respuesta es 

afirmativa, deberá concluirse que se cumplieron los requisitos previstos en la norma para 

declarar la existencia y eficacia del negocio, por lo cual la acción procedente será la acción 

contractual; si es negativa, dicha acción no podrá prosperar. En efecto, la ausencia de la 

totalidad de los trámites necesarios para la formalización escrita del contrato y su posterior 

perfeccionamiento permite concluir que el negocio jurídico es inexistente ..." 

 

 Establecido lo anterior, se pasa a estudiar si hay mérito para aprobar la conciliación presentada:  

 

1.- JURISDICCION: Existe para conocer el asunto, de acuerdo con lo previsto en el artículo 104 

del CPACA, el cual dispone que esta jurisdicción conoce de las controversias y litigios 

originados en actos sujetos al derecho administrativo. 

 

2.- COMPETENCIA: Existe de conformidad con el numeral 6 del artículo 155 del CPACA. 

 

3.- CADUCIDAD.  Tiene previsto el literal i) del numeral 2 del artículo 164 del CPACA,  que la 

acción de reparación directa  la acción caducará al vencimiento del plazo de dos (02) años, 

contados a partir del día siguiente del acaecimiento del hecho, o de cuando el demandante 

tuvo o debió tener conocimiento del mismo si fue en fecha posterior. 

 

                                                           
23 Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección tercera, Subsección B. Radic. 2001-2002-1358 Sent..19 dc enero de 2005  
M.P. Dr. Leonardo Augusto Torres Calderón. 



4.- CAPACIDAD PARA SER PARTE Y COMPARECER: Las partes dentro de la audiencia 

estuvieron representadas por sus apoderados judiciales, facultados expresamente para 

conciliar.  

 

5.- LA DISPONIBILIDAD DE LOS DERECHOS ECONOMICOS ENUNCIADOS POR LAS 

PARTES: La conciliación versó sobre derechos de índole económico, toda vez que se 

propuso un acuerdo respecto al monto reclamado por el convocante. A juicio del despacho la 

suma conciliada por las partes fue inferior al monto solicitado inicialmente ante la 

Procuraduría, entendiéndose que dicha diferencia fue renunciada por la convocante, sin que 

esto signifique un acto arbitrario o ilegal del despacho, sino por el contrario, la interpretación 

del ánimo conciliatorio de las partes, observado en las diligencias de conciliación y la 

aplicación de los principios de economía procesal y celeridad para evitar un eventual proceso 

judicial.    

 

6.- LEGITIMACION MATERIAL EN LA CAUSA: Los sujetos conciliantes son personas  

jurídicas -de derecho privado inscrita en el registro mercantil (convocante) y de derecho 

público (convocado), a las cuales la ley les da vocación jurídica, además, dentro del 

expediente se aportaron pruebas (ya relacionadas) que acreditan la legitimidad para la 

reclamación.  

 

7.- QUE EL ACUERDO CONCILIATORIO CUENTE CON LAS PRUEBAS NECESARIAS, NO 

SEA VIOLATORIO DE LA LEY O NO RESULTE LESIVO PARA EL PATRIMONIO PUBLICO 

(ARTICULOS 65 A DE LA LEY 23 DE 1991 Y 73 DE LA LEY 446 DE 1998): La conciliación 

no está viciada de nulidad absoluta, pues su causa es lícita, su objeto – conflicto de carácter 

particular y de contenido patrimonial – está previsto en la ley, su validez no está afectada 

porque se logró en el despacho competente y se alineó a los parámetros legales y normativa 

que regula esta figura jurídica.  

 

Encuentra este despacho, que el arreglo al que han llegado las partes no es desfavorable para 

el patrimonio público, por cuanto al convocante le asiste el derecho a que le sea pagado en 

legal forma la suma de dinero a su favor por concepto de la prestación del servicio -realización 

de exámenes de laboratorio clínico especializado-, su valor asciende al monto conciliado y de 

no efectuarse el pago se presentaría un enriquecimiento injusto a favor de la convocada. 

 
Con fundamento en el material probatorio, la normativa reguladora de la materia y la posición 

reiterada de la jurisprudencia de lo contencioso administrativo, este despacho concluye que en 

caso de no haberse efectuado un acuerdo conciliatorio, existirían elementos de juicio para que 

en un eventual proceso judicial mediante sentencia que pusiera fin a la actuación se declarara 

responsable administrativamente y patrimonialmente al convocado y se condenara a pagar la 

tasación que se hiciera de los valores reclamados.   

 

Respecto a los aspectos atrás citados y en el caso bajo estudio se encuentra que hay 

suficiente prueba indicativa del mérito de la conciliación.  

 

La revisión o estudio por el despacho se circunscribe a verificar que con el acuerdo se hayan 

presentado las pruebas necesarias para proceder a él, que no sea violatorio de la ley ni resulte 

lesivo para el patrimonio público, lo que aquí ha quedado debidamente verificado. Los otros 

aspectos de la conciliación y de los hechos que dieron lugar a ella son de resorte y 

responsabilidad de la administración.  

 

El acta de acuerdo conciliatorio y la presente providencia aprobatoria tendrán efecto de cosa 

juzgada y prestarán mérito ejecutivo ante la jurisdicción competente por tratarse de 

obligaciones contra la entidad convocada.  

 



Por lo anteriormente expuesto, este Juzgado procederá a aprobar el acuerdo conciliatorio, 

consultando razones de justicia social y de interés público. 

 

 

 

 

 

 

 

POR TANTO: 

 

1. Se aprueba la conciliación lograda entre el LABORATORIO CLINICO DOCTOR CARLOS 

JULIO PANDALES representado legalmente por la señora Paola Andrea Rendón con el 

HOSPITAL DEPARTAMENTAL SAN ANTONIO E.S.E. DE ROLDANILLO -VALLE DEL 

CAUCA, contenida en el acta de CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL, Radicación N°2017-232 

de mayo 31 de 2017, celebrada el día 24 de agosto de 2017, ante la Procuraduría 211 Judicial 

I para Asuntos Administrativos de la ciudad de Pereira -Risaralda.          

 

2. Como consecuencia, se autoriza que el HOSPITAL DEPARTAMENTAL SAN ANTONIO 

DE E.S.E. DE ROLDANILLO -VALLE DEL CAUCA, pague al LABORATORIO CLINICO 

DOCTOR CARLOS JULIO PANDALES representado legalmente por la señora Paola Andrea 

Rendón, el valor mensual de $5.365.910, durante cinco meses, hasta cubrir la suma de 

$26.829.550.oo, valor que será depositado el 15 de cada mes, una vez quede en firme el 

presente auto -aprobatorio de la conciliación-, previa cuenta de cobro, en la cuenta 

establecida por el convocante. Todo lo anterior en los términos fijados en el acuerdo 

conciliatorio. 

 

3. Expídanse copias de conformidad con el artículo 114 C. G. del P., con destino a las partes, 

de la presente providencia y del acta de conciliación. 

 

4. En los términos del inciso 2º del artículo 298 del CPACA, una vez verificado el 

cumplimiento de la presente decisión, archívese la actuación. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

El Juez, 

 

 

 

ANDRÉS JOSÉ ARBOLEDA LÓPEZ 

 
  

 
 
 
 
 
 
 

 
JUZGADO 1 ADMINISTRATIVO ORAL  

Cartago – Valle del Cauca 

El suscrito Secretario certifica que la anterior 
providencia se notifica a la(s) parte(s) por 

anotación en el Estado Electrónico No. 154 

Se envió mensaje de datos a quienes 
suministraron su dirección electrónica. 

Cartago-Valle del Cauca, 29/09/2017 
 

Natalia Giraldo Mora  
Secretaria 



CONSTANCIA SECRETARIAL: A despacho del señor Juez, el presente escrito de demanda. Consta de 15 folios 

en cuaderno principal y 3 copias de traslados. Sírvase proveer.  
 
Cartago – Valle del Cauca, septiembre 28 de 2017       

 
NATALIA GIRALDO MORA 

Secretaria 

_______________________________________________ 
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL  DEL PODER PÚBLICO 

 
JUZGADO 1 ADMINISTRATIVO ORAL 

CARTAGO  -  VALLE DEL CAUCA 
 

Cartago - Valle del Cauca, septiembre veintiocho  (28) de dos mil diecisiete  (2017) 
 
Auto interlocutorio No. 977 
 
RADICADO No.    76-147-33-33-001-2017-00340-00 
DEMANDANTE    MAURICIO VINASCO….   
DEMANDADO(s)  MUNICIPIO DE LA UNION-VALLE DEL CAUCA    
MEDIO DE CONTROL  PROTECCION DE LOS DERECHOS E INTERESES COLECTIVOS    

 

El señor Mauricio Vinasco, actuando en su propio nombre, ha formulado demanda en ejercicio del 

medio de control de protección de los derechos e intereses colectivos, en contra del Municipio de La 

Unión-Valle del Cauca, solicitando como petición principal que se permita que las busetas de la 

Empresa Nuevo Transporte Villa Rodas S.A. entren al interior del Municipio de la Unión-Valle del 

Cauca, y como subsidiaria que se ordene a la entidad accionada consultar a la comunidad por 

intermedio de sus líderes el uso de las vías y rutas del servicio público de transporte en el municipio. 

 
Una vez revisada la demanda y sus anexos, considera el juzgado de conformidad con el artículo 20 de 

la Ley 472 de 1998, que lo procedente es inadmitir la misma para que en el término de tres (3) días se 

subsanen los defectos que a continuación se exponen, todo con el ánimo de lograr el eficaz acceso a 

la administración de justicia y garantizar el debido proceso de quienes en ella habrán de intervenir: 

 
Revisado el escrito de demanda, se tiene que no se cumple con lo establecido  exigido por el artículo 

161 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (CPACA) que 

señala:     

 
Artículo 161. Requisitos previos para demandar. La presentación de la demanda se 
someterá al cumplimiento de requisitos previos en los siguientes casos:  
 
… 
4. Cuando se pretenda la protección de derechos e intereses colectivos se deberá efectuar la 
reclamación prevista en el artículo 144 de este Código.  
…. 

 
El artículo 144 del CPACA, del que hace referencia el anterior, indica:  

 
Artículo 144. Protección de los derechos e intereses colectivos… 
… 
Antes de presentar la demanda para la protección de los derechos e intereses colectivos, el 
demandante debe solicitar a la autoridad o al particular en ejercicio de funciones 
administrativas que adopte las medidas necesarias de protección del derecho o interés 
colectivo amenazado o violado. Si la autoridad no atiende dicha reclamación dentro de los 
quince (15) días siguientes a la presentación de la solicitud o se niega a ello, podrá acudirse 
ante el juez. Excepcionalmente, se podrá prescindir de este requisito, cuando exista inminente 
peligro de ocurrir un perjuicio irremediable en contra de los derechos e intereses colectivos, 
situación que deberá sustentarse en la demanda.  



   
Para el caso concreto de la demanda que nos ocupa, este despacho encuentra que al tratarse de una 

demanda por el medio de control de protección de derechos e intereses colectivos, es un asunto 

sometido al requisito de procedibilidad establecido en las normas del CPACA, según las cuales, se 

debe antes de impetrar la demanda solicitar a la autoridad o al particular en ejercicio de funciones 

administrativas que adopte las medidas necesarias de protección del derecho o interés colectivo 

amenazado o violado.   

 
Ahora bien, la copia del  requerimiento  allegado al expediente (fl. 1-7) no cumplen con el  prementado 

requisito de procedibilidad, toda vez que no se concretan los derechos e intereses colectivos  de los 

que se pide su protección por la autoridad administrativa, ya que el mismo se narra los hechos que 

considera pertinentes, haciendo saber que lo requiere, pero no indica  a la entidad administrativa los 

derechos colectivos que considera afectados. Está obligación de que la petición incluya estos 

aspectos ha sido reafirmada por la jurisprudencia del Consejo de Estado24, que sobre el nuevo 

articulado del CPACA ha dicho:  

 
Del texto previamente transcrito, se observa que la mencionada “reclamación” 
presentada por la Veeduría no cumple con los requisitos señalados por el inciso 3º del 
artículo 144 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo, comoquiera que no señala qué derechos o intereses están 
amenazados o vulnerados, ni solicita que la ent idad tome medidas necesarias para su 
protección, como acertadamente señaló el a quo. 

 

Por lo anterior, como se dijo la demanda será inadmitida para que se corrijan las anomalías  

puestas de presente en esta providencia, y de no hacerse en el término legal se rechazará la 

demanda.  

 
Por lo expuesto, se  

 RESUELVE  

1.- Inadmitir la demanda presentada. 

2.- De conformidad con lo establecido por el artículo 20, inciso 2°, de la Ley 472 de 1998, se otorga un 

plazo de tres (3) días hábiles a la parte demandante para que subsanen los defectos anotados, con la 

advertencia de que si no lo hace en dicho término se rechazará la demanda. 

 
NOTIFÍQUESE 

El Juez,  

 

 

ANDRÉS JOSÉ ARBOLEDA LÓPEZ 

 

 

                                                           
24 CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCION TERCERA, 
SUBSECCION A, Consejero ponente: HERNAN ANDRADE RINCON, Bogotá D.C., veintisiete (27) de junio de 
dos mil trece (2013), Radicación número: 13001-23-33-000-2012-00148-01(AP), Actor:  CESAR AUGUSTO 
ARRIETA ROJAS, Demandado: UNIVERSIDAD SAN BUENAVENTURA – SECCIONAL MEDELLIN Y OTRO, 
Referencia: MEDIO DE CONTROL PROTECCION DE LOS DERECHOS E INTERESES COLECTIVOS 

 


